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RECURSO DE REVISIÓN  104/2017
COMISIONADO PONENTE: 

M.A.P. YOLANDA E. CAMACHO ZAPATA
PROYECTISTA: 

ÓSCAR VILLALPANDO DEVO.
MATERIA:

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA
ENTE OBLIGADO:

SINDICATO ÚNICO DE TRABAJADORES AL SERVICIO DEL GOBIERNO DEL ESTADO POR CONDUCTO DE LA SECRETARIA GENERAL Y OTRO.

San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la sesión del  19 diecinueve de abril de 2017 dos mil diecisiete. 
VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y
RESULTANDO:

PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Según consta el sello de recibido por parte del SINDICATO ÚNICO DE TRABAJADORES AL SERVICIO DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ el 13 trece de febrero de 2017 dos mil diecisiete el solicitante de la información presentó un escrito dirigido a la SECRETARIA GENERAL del sujeto obligado, en la que aquél solicitó la información siguiente
:
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SEGUNDO. Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. El 27 veintisiete de febrero de 2017 dos mil diecisiete  la SECRETARIA GENERAL del sujeto obligado dio respuesta al solicitante mediante. Respuesta que es como sigue
:
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TERCERO. Interposición del recurso. El 28 veintiocho de febrero de 2017 dos mil diecisiete el solicitante de la información presentó un escrito ante la Oficialía de Partes de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública en donde interpuso el recurso de revisión en contra de la respuesta mencionada en el punto anterior.

CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto del 1 uno de marzo de 2017 dos mil diecisiete la presidencia de esta Comisión de Transparencia tuvo por recibido el recurso de revisión, por lo que por razón de turno, tocó conocer a la ponencia de la M.A.P. Yolanda E. Camacho Zapata por lo que se le mandó dicho expediente para que procediera, previo su análisis, a su admisión o desechamiento según fuera el caso.

QUINTO. Auto de admisión y trámite. Por proveído del 3 tres de marzo de 2017 dos mil diecisiete la Comisionado Ponente:

· Tuvo por recibido en tiempo y forma el medio de impugnación.

· Lo registró en el Libro de Gobierno el presente expediente como RR-104/2017-2.

· Tuvo como entes obligados al SINDICATO ÚNICO DE TRABAJADORES  AL SERVICIO DEL GOBIERNO DEL ESTADO por conducto de la SECRETARIA GENERAL y del TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA. 

· Tuvo al recurrente por ofrecidas las documentales que adjuntó en su recurso de revisión –mismas que se admitieron y se desahogaron dada su especial naturaleza–.

· Se le tuvo al recurrente por señalado los estrados de esta Comisión de Transparencia para oír notificaciones.

· Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar–.  

Asimismo en ese auto se expresó que el sujeto obligado debería informar a esta Comisión de Transparencia si la información que le fue solicitada:

· Se encontraba en sus archivos.

· Si estaba obligado a documentar esa información de acuerdo a sus facultades, competencias o funciones en el formato que el solicitante pidió –conforme a las características físicas de la información o del lugar en donde se encuentre y si la información se encuentra en una base de datos–.

· Se encuentra en una de las excepciones del derecho de acceso a la información.

· Si existe impedimento legal para su entrega –cuando se trate de información reservada o confidencial–. 

Por lo tanto, el ponente apercibió a las autoridades de que en caso de ser omisas para manifestar lo que a su derecho conviniera respecto del presente recurso se aplicarían en su contra las medidas de apremio previstas en el artículo 190, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado.


Por otra parte, la ponente ordenó el traslado a las autoridades con la copia simple del recurso de revisión; se les requirió a éstas para remitieran copia certificada del nombramiento que los acreditara como tales; para que señalaran personas y domicilio para oír y recibir notificaciones en esta ciudad; que una vez, que sea decretado el cierre de instrucción no se atendería la información que fuese enviada.

SEXTO. Rendición de los informes de los sujetos obligados. 
Por proveído del 3 tres de abril de 2017 dos mil diecisiete la ponente del presente asunto:
· Tuvo por recibido los oficios firmados por los sujetos obligados.

· Les reconoció su personalidad.

· Les tuvo por rendido en tiempo y forma el informe solicitado.

· Por expresados los argumentos relacionados con el presente asunto.

· Por ofrecidas las pruebas quienes así lo hicieron.

· Por señalado persona y domicilio para oír y recibir notificaciones.

Por otro lado la ponente del presente asunto tuvo a la parte recurrente por omiso en realizar las manifestaciones que a su derecho conviniera y para ofrecer las pruebas o alegatos correspondientes.

Por último, la ponente declaró cerrado el periodo de instrucción y procedió a elaborar el proyecto de resolución respectivo.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 
SEGUNDO. Procedencia. El presente recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado ya que el recurrente se inconforma por la respuesta a su solicitud de acceso a la información pública. 
TERCERO. Legitimación. El recurrente se encuentra legitimado para interponer el recurso de revisión, ya que fue él quien presentó la solicitud de acceso a la información pública y la respuesta recaída a ésta es precisamente a aquél a quien le pudiera deparar perjuicio dicha respuesta.

CUARTO. Oportunidad del recurso. La interposición del escrito inicial del recurso de revisión fue oportuna al presentarse dentro del plazo de quince días a que se refiere el artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, como se expone a continuación:

· El 27 veintisiete de febrero de 2017 dos mil diecisiete el solicitante de la información fue notificado de la respuesta a su solicitud.

· Por lo tanto, el plazo de los quince días hábiles para interponer el recurso de revisión transcurrió del día 28 veintiocho de febrero al 21 veintiuno de marzo de este año. 

· Se deben de descontar de dicho cómputo por ser inhábiles los días 4 cuatro, 5 cinco, 11 once, 12 doce, 18 dieciocho, 19 diecinueve y 20 veinte de marzo de enero.

· Consecuentemente si el 28 veintiocho de febrero de este año el recurrente interpuso el citado medio de impugnación ante esta Comisión de Transparencia, resulta claro que es oportuna su presentación.   


QUINTO. Certeza del acto reclamado. Son ciertos los actos reclamados atribuidos a los entes obligados, puesto que así lo reconocieron las autoridades mencionadas al momento de rendir su informe. 


SEXTO. Causales de improcedencia. Las causales de improcedencia previstas en el artículo 179 de la Ley de Transparencia son de estudio oficioso y preferente a cualquier otra cuestión planteada, por lo tanto, al no haber causal de improcedencia invocada por las partes o advertida por este órgano colegiado,  se analiza el fondo de la cuestión planteada.


SÉPTIMO. Estudio de los agravios.  Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública entra al estudio de los agravios de conformidad con lo siguiente.

7.1. Agravios.

El recurrente expresó como motivos de inconformidad, en síntesis, los siguientes:
a) Que el sujeto obligado se declaró incompetente y que violan los artículos 18, 19 y 20 de la Ley de Transparencia ya que de los artículos 84, fracciones XIII, XXI, XXXV, XXXIX y XL, 92 fracciones VII y VIII y 93 fracción I de la ley de la materia en los que se comprobaba que las facultades, competencias y obligaciones debía de poseer, resguardar y proporcionar la información que solicitó.

b) Que el sujeto obligado se contradice porque, ya que dijo que no posee el documento solicitado y, además dijo que ese documento había sido depositado ante el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje y que por ello aquél tenía pleno conocimiento del convenio que solicitó y que por lo tanto debía de obrar en su poder y que resaltaba que él –solicitante– no pidió información sobre recursos alguno, sino sobre un convenio en específico. 
c) Que el convenio que solicitó no se encontraba publicado en su portal de transparencia.

d) Que dicha información que solicitó el sujeto obligado no la había declarado como reservada o confidencial y menos que el Comité de Transparencia haya generado un acuerdo para tal fin.

e) Que solicitaba que se aplicara la afirmativa ficta en virtud de que en la respuesta no se le fundó y motivó y que por lo tanto tenía aplicación el criterio CEGAIP 401/2009.

Por otro lado, solicitó que se sancionara al sujeto obligado como responsable de obstaculizar su derecho de acceso a la información pública.  

7.1.1. Agravios infundados.

Es infundado lo alegado en el inciso c).


El 4 cuatro de mayo de 2015 dos mil quince fue publicada en el Diario Oficial de la Federación la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública –en adelante la Ley General– en donde en su artículo 79 establece que:
Artículo 79. Los sindicatos que reciban y ejerzan recursos públicos deberán mantener actualizada y accesible, de forma impresa para consulta directa y en los respectivos sitios de Internet, la información aplicable del artículo 70 de esta Ley, la señalada en el artículo anterior y la siguiente:

I.
Contratos y convenios entre sindicatos y autoridades;

II.
El directorio del Comité Ejecutivo;

III.
El padrón de socios, y

IV.
La relación detallada de los recursos públicos económicos, en especie, bienes o donativos que reciban y el informe detallado del ejercicio y destino final de los recursos públicos que ejerzan.

Por lo que se refiere a los documentos que obran en el Expediente de registro de las asociaciones, únicamente estará clasificada como información confidencial, los domicilios de los trabajadores señalados en los padrones de socios.

Los sujetos obligados que asignen recursos públicos a los sindicatos, deberán habilitar un espacio en sus páginas de Internet para que éstos cumplan con sus obligaciones de transparencia y dispongan de la infraestructura tecnológica para el uso y acceso a la Plataforma Nacional. En todo momento el sindicato será el responsable de la publicación, actualización y accesibilidad de la información.


De igual forma, el 9 nueve de mayo de 2016 dos mil dieciséis fue publicada en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado –en adelante la ley local– que en su artículo 94 el legislador básicamente replicó lo establecido en la Ley General ya que estableció que:

ARTÍCULO 93. Los sindicatos que reciban y ejerzan recursos públicos deberán mantener actualizada y accesible, de forma impresa para consulta directa y en los respectivos sitios de Internet, la información aplicable del artículo 84 de esta Ley, la señalada en el artículo anterior y la siguiente:

I. Contratos y convenios entre sindicatos y autoridades;

II. El directorio del Comité Ejecutivo;

III. El padrón de socios, y

IV. La relación detallada de los recursos públicos económicos, en especie, bienes o donativos que reciban y el informe detallado del ejercicio y destino final de los recursos públicos que ejerzan.

Por lo que se refiere a los documentos que obran en el Expediente de registro de las asociaciones, únicamente estará clasificada como información confidencial, los domicilios de los trabajadores señalados en los padrones de socios.

Los sujetos obligados que asignen recursos públicos a los sindicatos, deberán habilitar un espacio en sus páginas de internet para que éstos cumplan con sus obligaciones de transparencia y dispongan de la infraestructura tecnológica para el uso y acceso a la Plataforma Nacional. En todo momento el sindicato será el responsable de la publicación, actualización y accesibilidad de la información.  


Ahora, ambas legislaciones para la publicación de las obligaciones de transparencia vistas y, para cumplir con éstas, las sujetó, por así decirlo a los lineamientos ya que en los artículos octavo transitorio de la Ley General y séptimo de la ley local mencionan que:

Octavo. Los sujetos obligados se incorporarán a la Plataforma Nacional de Transparencia, en los términos que establezcan los lineamientos referidos en la fracción VI del artículo 31 de la presente Ley.
En tanto entren en vigor los lineamientos que se refieren en el párrafo siguiente, los sujetos obligados deberán mantener y actualizar en sus respectivas páginas de Internet la información conforme a lo dispuesto en la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental y las leyes de transparencia de las Entidades Federativas vigentes.
El Presidente del Consejo Nacional, en un periodo que no podrá exceder de un año a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, deberá publicar en el Diario Oficial de la Federación el acuerdo mediante el cual el Sistema Nacional aprueba los lineamientos que regularán la forma, términos y plazos en que los sujetos obligados deberán cumplir con las obligaciones de transparencia, a que se refieren los Capítulos del I al V del Título Quinto de la presente Ley.
Las nuevas obligaciones establecidas en los artículos 70 a 83 de la presente Ley no contempladas en la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental y en las leyes de transparencia de las Entidades Federativas vigentes, serán aplicables solo respecto de la información que se genere a partir de la entrada en vigor del presente Decreto.

SÉPTIMO. Los sujetos obligados se incorporarán a la Plataforma Nacional de Transparencia, en los términos que establezcan los lineamientos que para tal efecto emita el Sistema Nacional de Transparencia y Protección de Datos Personales.

En tanto entren en vigor los lineamientos que se refieren en el párrafo anterior, los sujetos obligados deberán mantener y actualizar en sus respectivas páginas de internet, la información conforme a lo dispuesto en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí vigente.


Como se vio, fueron los propios legisladores federal y local quienes establecieron que la información que debía de publicarse en transparencia sería hasta que no fueran expedidos los lineamientos específicos para la materia de las obligaciones de transparencia.


Así, el 4 cuatro de mayo de 2016 dos mil dieciséis fueron publicados en el Diario Oficial de la Federación los Lineamientos Técnicos Generales para la Publicación, Homologación y Estandarización de la Información de las obligaciones establecidas en el Título Quinto y en la fracción IV del artículo 31 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, que deben difundir los sujetos obligados en los portales de internet y en la Plataforma Nacional de Transparencia –en adelante los lineamientos– mismo que en el acuerdo segundo
 se dijo que dichos lineamientos entrarían en vigor al día siguiente de su publicación.

Sin embargo, el 2 dos de noviembre de 2016 dos mil dieciséis fue publicado en el mismo medio oficial federal, el acuerdo por el cual se aprueba la modificación del plazo para que los sujetos obligados de los ámbitos Federal, Estatal y Municipal incorporen a sus portales de Internet y a la Plataforma Nacional de Transparencia, la información a la que se refieren el Titulo Quinto y la fracción IV del artículo 31 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, así como la aprobación de la definición de la fecha a partir de la cual podrá presentarse la denuncia por la falta de publicación de las obligaciones de transparencia, a la que se refiere el Capítulo VII y el Título Quinto de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública en el que en su acuerdo primero se dijo que: 
PRIMERO. Se aprueba la modificación a los artículos Segundo y Cuarto Transitorios, de los Lineamientos Técnicos Generales para la publicación, homologación y estandarización de la información de las obligaciones establecidas en el Título Quinto y en la fracción IV del artículo 31 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, que deben de difundir los sujetos obligados en los portales de Internet y en la Plataforma Nacional de Transparencia, para que conforme a lo señalado en la segunda sesión Ordinaria del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, se establezca un plazo adicional de seis meses a los originalmente establecidos, por lo que la fecha límite será el 4 de mayo de 2017…


Por tal razón, de acuerdo con los lineamientos la fecha para que los sujetos obligados cumplan con sus obligaciones de transparencia es hasta el próximo 4 cuatro de mayo de este año.

Por ende, a la fecha de la presente resolución no es correcto como el recurrente lo afirmó en el sentido de que la información que solicitó el ente obligado debía de tenerla publicada en su portal de transparencia, de ahí lo infundado de su agravio.


Lo alegado en el inciso d) de igual forma es infundado.

Es verdad que al momento de que el sujeto obligado respondió no se pronunció sobre si la misma era reservada o confidencial y menos que el Comité de Transparencia haya generado un acuerdo para tal fin, sin embargo, si no hubo pronunciamiento alguno del Comité de Información del sujeto obligado fue precisamente porque dicho sujeto obligado expresó en su respuesta que esa información no la poseía.


Para sustentar lo anterior el artículo 114 de la ley local establece que:

ARTÍCULO 114. La clasificación es el proceso mediante el cual el sujeto obligado determina que la información en su poder actualiza alguno de los supuestos de reserva o confidencialidad, de conformidad con lo dispuesto en el presente Título.

Los supuestos de reserva o confidencialidad previstos en las leyes deberán ser acordes con las bases, principios y disposiciones establecidos en esta Ley y, en ningún caso, podrán contravenirla.

Los titulares de las Áreas de los sujetos obligados serán los responsables de clasificar la información, de conformidad con lo dispuesto en, la Ley General y esta Ley. 


De ahí que, para poder clasificar una información, necesaria e indispensablemente el sujeto obligado debe de poseer dicha documentación en donde se sustente la información, o sea, que para que proceda o no, una clasificación de la información el sujeto obligado debe de poseerla, es decir, tenerla a la vista para, luego, determinar si procede o no la citada clasificación.


En el caso, no estamos en el supuesto anterior, dado que el sujeto obligado en su respuesta nada dijo sobre que si la información era de aquélla como la que debía de clasificarse o no y, ello obedeció porque alegó que esa información no la poseía, es por ello que esa omisión en este estricto sentido –sin que se entienda que el fondo de la respuesta es correcta– es correcta, porque aunque fue omiso sobre que si la información era de aquélla que debía de clasificarse o no, fue porque no la tenía a la vista, por ende, el agravio es infundado.

Por lo que se refiere al inciso e) es infundado.


En el caso, contrario a lo sostenido por el recurrente no tiene aplicación el criterio CEGAIP 401/2009, ya que éste refiere:
ARTÍCULO 75 DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, LA EXPRESIÓN “NO RESPONDIERE AL INTERESADO” NO DEBE DE ENTENDERSE DE MANERA ABSOLUTA, SINO TAMBIÉN CUANDO EN LA CONTESTACIÓN A LA SOLICITUD DE INFORMACIÓN SEA OMISA, EVASIVA, IMPRECISA, INCOMPLETA, NO JUSTIFIQUE SU PÉRDIDA, DESTRUCCIÓN, INEXISTENCIA, O NO FUNDE Y MOTIVE SU NEGATIVA. De la interpretación del artículo 75 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí la expresión “no respondiere al interesado” no debe de entenderse de manera absoluta, sino también cuando que de una solicitud de acceso a la información en la que contenga varios puntos, el Ente Obligado no se pronuncie sobre alguno de ellos, o bien cuando, el Ente Obligado por no incurrir en el supuesto de la afirmativa ficta conteste sólo por no caer en la omisión, esto es, que su contestación sea tan evasiva, imprecisa, incongruente o ambigua con lo que le fue solicitado o, que no justifique de una manera correcta y fehaciente la inexistencia o pérdida, destrucción, inexistencia de la información de conformidad con lo dispuesto en el artículo 76 de la referida Ley de Transparencia, además de que la negativa debe de estar debidamente fundada y motivada de conformidad con el artículo 16 de la Constitución Federal, pues de lo contrario se debe de aplicar el principio de “afirmativa ficta” previsto el citado precepto 75.


Como se ve dicho criterio contiene el supuesto de que, en caso de que el sujeto obligado no fundara ni motivara la negativa de la información se aplicaría el principio de afirmativa ficta en el sentido de entregar la información de manera gratuita al solicitante y en la modalidad en que éste solicitó.


Sin embargo, en caso el sujeto obligado al momento de dar respuesta a la solicitud de acceso a la información pública fundó y motivó la negativa –sin que se entienda que lo anterior es correcto, ya que será motivo de estudio en otro apartado– de entregar la información, ya que citó los artículos 18, 19 y 20 de la Ley de Transparencia y, dio las explicaciones del porqué de acuerdo a ella la información no la poseía, ni la debía de poseer. Esto es que citó las disposiciones legales que consideró que eran aplicables al caso concreto y, además las razones porqué de acuerdo a ella, esas disposiciones era, para ella, aplicables, por tal razón sin que en este apartado se analice si esa fundamentación y motivación es correcta o no, lo cierto es que lo anterior el sujeto obligado lo hizo, es decir, fundó y motivo, de ahí que por lo tanto no sea aplicable ese principio contenido en ese criterio.


Pero además, dicho criterio a dejado de tener vigencia para esta Comisión de Transparencia en el sentido de que aunque ahí se dijo que se aplicaría el principio de afirmativa ficta cuando además de que la negativa debe de estar debidamente fundada y motivada de conformidad con el artículo 16 de la Constitución Federal, pues de lo contrario se debe de aplicar el principio de “afirmativa ficta” previsto el citado precepto 75  ello fue porque lo anterior fue contemplado con la abrogada Ley de Transparencia, ya que no preveía ese supuesto, es decir, la falta de fundamentación y motivación, ya que los únicos supuestos que previa era la omisión de dar respuesta a la solicitud de acceso a la información pública prevista en el citado artículo 75, así como de los contemplados en el artículo 98, primer párrafo
 de dicha legislación abrogada. Por ende, la vigente Ley de Transparencia
 si contempla como requisito de procedencia para interponer el recurso de revisión la falta, deficiencia o insuficiencia de la fundamentación y/o motivación en la respuesta en la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública, de acorde al artículo 167, fracción XII
, empero, no contempla que ante lo anterior la consecuencia sea que se aplique la afirmativa ficta, puesto que ahora, la Ley de Transparencia contempla en los artículos 164 y 165, tercer párrafo
 que se aplicará el principio de afirmativa ficta en el sentido de que el sujeto obligado entregará sin costo la reproducción de la información en el formato solicitado, únicamente cuando haya una omisión de dar respuesta a la solicitud de acceso a la información pública, en el entendido de que dicha omisión sea cuando haya un silencio absoluto del sujeto obligado para dar respuesta a la solicitud de acceso a la información pública dentro del plazo de los diez días –y su excepción– de conformidad con el artículo 154
 de la Ley de Transparencia. Por tanto en el caso, al haber respuesta del sujeto obligado, dentro del plazo y con independencia si ésta está debidamente fundada o motivada, como quiera dio respuesta dentro del plazo estipulado por el legislador, de ahí que, al no haber omisión absoluta, esta Comisión de Transparencia no puede aplicar ni el principio de afirmativa ficta, ni el criterio 401/2009, pues éste fue interpretado bajo supuestos de una ley que incluso ha quedado abrogada y, aunque el precepto es idéntico –75 de la abrogada ley y 164 de la nueva ley– no por ello ese criterio debe de subsistir, en virtud de que, como ha quedado visto el legislador ya previó los supuestos por los cuales ahora si se puede venir a interponer el recurso y, es en el caso la falta, deficiencia o insuficiencia de la fundamentación y/o motivación en la respuesta en la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública, empero, no que ante lo anterior se deba de aplicar el multicitado principio, es por tanto que su agravio es infundado.

7.1.2. Agravios fundados.


Es fundado lo alegado en los incisos a) y b).


Ahora, los artículos 18, 19 y 20 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado aplicados refieren que:

ARTÍCULO 18. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones.

ARTÍCULO 19. Se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados.

En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia.

ARTÍCULO 20. Ante la negativa del acceso a la información o su inexistencia, el sujeto obligado deberá demostrar que la información solicitada está prevista en alguna de las excepciones contenidas en esta Ley o, en su caso, demostrar que la información no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones.

Esto es, que si la información que le fue solicitada deriva del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, se presume que la misma debe de existir o, en su caso, demostrar que la información no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones.

Lo anterior es para no dejar a duda alguna si la información que le es solicitada la debe de poseer o no.


En el caso concreto el ahora recurrente solicitó al sujeto obligado un convenio que entre junio y agosto de 2015 dos mil quince fue firmado por la Secretaria General del SUTSGE, el Oficial Mayor y la Secretaría de Cultura en la cual, de acuerdo al solicitante se establecieron y asignaron niveles, categoría y honorarios que se percibirían los miembros de la Sinfónica del Estado.


Así, en su respuesta el sujeto obligado negó poseer la información porque dicho convenio en virtud de que el mismo fue depositado ante el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje. 

Sin embargo, como ya quedó visto el 4 cuatro de mayo de 2015 dos mil quince fue publicada en el Diario Oficial de la Federación la Ley General en donde en sus artículos 79, fracción I y octavo transitorio último párrafo establecen que:

Artículo 79. Los sindicatos que reciban y ejerzan recursos públicos deberán mantener actualizada y accesible, de forma impresa para consulta directa y en los respectivos sitios de Internet, la información aplicable del artículo 70 de esta Ley, la señalada en el artículo anterior y la siguiente:

I.
Contratos y convenios entre sindicatos y autoridades;

Octavo.
[…]
Las nuevas obligaciones establecidas en los artículos 70 a 83 de la presente Ley no contempladas en la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental y en las leyes de transparencia de las Entidades Federativas vigentes, serán aplicables solo respecto de la información que se genere a partir de la entrada en vigor del presente Decreto.

De esas disposiciones tenemos que los sindicatos que reciban y ejerzan recursos públicos deberán mantener actualizada y accesible, de forma impresa para consulta directa y en los respectivos sitios de Internet, la información sobre contratos y convenios entre sindicatos y autoridades –aunque ya ha quedado visto que la publicación de la misma es hasta el 4 cuatro de mayo de este año– empero, dichas nuevas obligaciones –establecidas en los artículos 70 a 83 de la Ley General y no contempladas en la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental y en las leyes de transparencia de las Entidades Federativas vigentes– serían aplicables solo respecto de la información que se generara a partir de la entrada en vigor de ese decreto.


Por tanto, como ha quedado visto, a partir de la entrada en vigor de la Ley General, la información que se generara a partir de esa fecha a cargo de los sujetos obligados debía de publicarse en los portales de internet o, en otras palabras, la información que se generara a partir de esa fecha debía de conservarse en los archivos del sujeto obligado.

Por ello, si en el caso la entrada en vigor de la Ley General fue al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación –4 cuatro de mayo de 2015 dos mil quince– la información que se empezó a generar en esa fecha es de aquélla que se debe de publicar y, por ende, si el convenio del cual el ahora recurrente pretendía acceder es de junio y agosto de 2015 dos mil quince, resulta que ya en esa fecha existía obligación del sujeto obligado de conservar en sus archivos esa información, pues en un momento dado, es incluso de aquélla información que se debe de publicar en su portal de internet.

Así, con independencia de que si en dicho convenio del cual se pretende acceder o no, el sujeto obligado recibió recursos públicos, como quiera, esto es, aunque haya recibido o no recursos públicos, esa información es la que debe de publicarse en virtud de que la fracción I, del artículo 79 de la Ley General cuando establece la obligación de publicar los convenios entre sindicatos y autoridades no distingue si en dichos convenios se deba de recibir forzosamente recursos públicos, es por tanto que, cuando se trate de convenios celebrados entre las partes mencionadas, con independencia de que si reciben recursos públicos o no, los mismos deben de publicar –cuando se llegue el momento– o como en este caso, de entregarse.


Además de que, si el sujeto obligado expresó en su respuesta que esa información había sido depositado ante el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje –aparte de que, como ha quedado visto, era su obligación conservarlo a partir de la entrada en vigor de la Ley General– ello, no es impedimento para gestionar la información para su obtención y correspondiente entrega, ya que el artículo 145
 de la Ley de Los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí refiere que los representantes de los sindicatos acreditaran su personalidad con la certificación que les extienda en propio Tribunal de Conciliación y Arbitraje y, si en el caso el sujeto obligado fue parte en el convenio resulta evidente que tiene la legitimación para, no sólo gestionar sino además obtener la información para que en el caso la proporcione al solicitante.

Por lo anterior, es que resultó fundado lo alegado en los agravios identificados como incisos a) y b) por lo que los efectos de esta determinación, este órgano colegiado los precisará más adelante.

7.2. Sentido y efectos de la resolución.
En las condiciones anotadas y, al haber resultado fundado los agravios que hizo valer el recurrente, lo procedente es que este órgano colegiado de conformidad con el artículo 175, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado modifica la respuesta proporcionada por los entes obligados y, por lo tanto lo conmina a que emita otra respuesta en la que:

7.2.1. Permita el acceso a la información del convenio –a decir del solicitante firmado entre junio y agosto de 2015 dos mil quince– firmado por el SUTSGE, Oficialía Mayor y la Secretaría de Cultura respecto de la Sinfónica del Estado.  

7.3. Precisiones de esta resolución.


De conformidad con la última parte del artículo 176 de la Ley de Transparencia está Comisión de Transparencia establece los siguientes términos para el cumplimiento de la resolución.

· El ente obligado deberá de cuidar en todo momento que la información que entregará no contenga datos personales o confidenciales, pues en caso de contener información con esos datos, deberá de elaborar la versión pública a costa del solicitante.

·  En cuanto a lo ordenado, se reitera que la información debe de entregarse en la modalidad solicitada. En el entendido de que en el último supuesto deberá de proporcionar lugar y horarios de atención al público, personas que lo atenderán, así como todos aquéllos elementos que permitan y faciliten la entrega de la información.  
· De conformidad con los artículos 22, 62 y 165
 de la Ley de Transparencia el sujeto obligado debe propiciar las condiciones necesarias para que el procedimiento de acceso y entrega de la información, al menos las primeras veinte hojas sean entregadas sin costo en atención al principio de máxima publicidad. Si las primeras veinte fojas que se ordenó la entrega gratuita contiene datos personales, entonces las mismas dejarán de ser de forma gratuita, ello porque el sujeto obligado debe de elaborar la versión pública de conformidad con el artículo 125 de la Ley de Transparencia y, por ende la reproducción corre a cargo de la solicitante.

7.4. Plazo para el cumplimento de esta resolución.

Con fundamento en el artículo 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, este órgano colegiado le concede al ente obligado el plazo de tres días para la entrega de la información, plazo que es el que está Comisión de Transparencia considera que es suficiente para la entrega de la información por parte del ente obligado una vez que la presente resolución se declare ejecutoriada.

7.5. Informe sobre el cumplimento a la resolución. 

De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el ente obligado deberá de informar a esta Comisión de Transparencia el cumplimento a la presente resolución en un plazo que no deberá de exceder de tres días siguientes a la notificación del auto que la declare ejecutoriada en donde justificará con los documentos necesarios el cumplimento a lo aquí ordenado.

7.6. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución.

Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública apercibe al ente obligado que en caso de no acatar el presente resolución, se le impondrá la multa establecida en el artículo 190, fracción II, de la Ley de Transparencia, en virtud de que este órgano colegiado debe de garantizar el debido cumplimiento al derecho humano de acceso a la información pública.  


7.7. Medios de impugnación.


Por último, de conformidad con el artículo 159 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública mediante la presente resolución se hace del conocimiento a la parte recurrente que en contra de la presente determinación puede acudir ante el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales o ante el Poder Judicial de la Federación.

RESOLUTIVOS 

Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:

ÚNICO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública modifica el acto impugnado por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando séptimo de la presente resolución.

Notifíquese; por oficio a las autoridades y a la recurrente por el medio que designó.

Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados M.A.P. Yolanda E. Camacho Zapata, licenciada Claudia Elizabeth Ávalos Cedillo y MTRO. Alejandro Lafuente Torres presidente, siendo ponente la primera de los nombrados, quienes en unión de la licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria de Pleno que da fe, firman esta resolución.  
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*ESTAS FIRMAS PERTENECEN A LA RESOLUCIÓN DE LA REVISIÓN 104/2017-2 QUE FUE EN CONTRA DEL  SINDICATO ÚNICO DE TRABAJADORES  AL SERVICIO DEL GOBIERNO DEL ESTADO Y OTRA AUTORIDAD Y QUE FUE APROBADA EN LA SESIÓN EXTRAORDINARIA DEL 19 DIECINUEVE DE ABRIL DE 2017 DOS MIL DIECISIETE.

L/OVD. 
� Visible en la foja 5 de autos. 


� Visible en la fojas 26, 27 y 28 de autos. 


� ACUERDO… SEGUNDO. El presente acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.


� ARTICULO 75. Si transcurridos diez días hábiles de presentada la solicitud de información, la unidad de información pública no respondiere al interesado, se aplicará el principio de afirmativa ficta, y la autoridad estará obligada a entregar la información de manera gratuita, en un plazo máximo de diez días hábiles; salvo cuando se trate de información reservada o confidencial.


ARTICULO 98. La persona a quien se le niegue el acceso a la información, considere que la información entregada es incompleta, no corresponde con la requerida en su solicitud, o no esté de acuerdo con el tiempo, costo, formato o modalidad de entrega, podrá interponer queja ante la CEGAIP.


� Que el 9 nueve de mayo de 2016 dos mil dieciséis fue publicada en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí.


� ARTÍCULO 167. El recurso de revisión procederá en contra de: […] XII. La falta, deficiencia o insuficiencia de la fundamentación y/o motivación en la respuesta, o


� ARTICULO 164. Si transcurridos diez días de presentada la solicitud de información, la unidad de transparencia no respondiere al interesado, se aplicará el principio de afirmativa ficta, y la autoridad estará obligada a entregar la información de manera gratuita, en un plazo máximo de diez días; salvo cuando se trate de información reservada o confidencial.


ARTÍCULO 165. […]


La información deberá ser entregada sin costo, cuando implique la entrega de no más de veinte hojas simples. Las unidades de transparencia podrán exceptuar el pago de reproducción y envío atendiendo a las circunstancias socioeconómicas del solicitante.


� ARTÍCULO 154. La respuesta a la solicitud deberá ser notificada al interesado en el menor tiempo posible, que no podrá exceder de diez días, contados a partir del día siguiente a la presentación de aquélla. 


Excepcionalmente, el plazo referido en el párrafo anterior podrá ampliarse hasta por diez días más, siempre y cuando existan razones fundadas y motivadas, las cuales deberán ser aprobadas por el Comité de Transparencia, mediante la emisión de una resolución que deberá notificarse al solicitante, antes de su vencimiento. 


Los sujetos obligados, al otorgar respuesta a una solicitud de acceso a la información, con independencia de su sentido, harán del conocimiento del solicitante sobre el medio de defensa que le asiste para inconformarse, así como el plazo para su interposición, conforme a lo establecido por esta Ley.


� ARTICULO 145.- Los representantes de los sindicatos acreditarán su personalidad con la certificación que les extienda el propio Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje.


� ARTÍCULO 22. En el procedimiento de acceso, entrega y publicación de la información se propiciarán las condiciones necesarias para que ésta sea accesible a cualquier persona.


ARTÍCULO 62. Los sujetos obligados deberán atender al principio de máxima publicidad, permitiendo que la información pública se difunda en medios electrónicos que facilite su reproducción directa por el interesado o solicitante. En los demás casos, respetando el principio de gratuidad, los sujetos obligados observarán las cuotas que se fijen en sus respectivas Leyes de Ingresos por su reproducción. 


Los sujetos obligados que por su naturaleza jurídica no cuenten con Ley de Ingresos, deberá remitirse a la Ley de Ingresos del Estado o Municipios, según corresponda.


ARTÍCULO 165. En caso de existir costos para obtener la información, deberán cubrirse de manera previa a la entrega y no podrán ser superiores a la suma de: […] La información deberá ser entregada sin costo, cuando implique la entrega de no más de veinte hojas simples. Las unidades de transparencia podrán exceptuar el pago de reproducción y envío atendiendo a las circunstancias socioeconómicas del solicitante… 





